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Prevención y daños ambientales transfronterizos. Ambas categorías son la base de un 
largo e inacabado debate internacional en torno a la propuesta del Proyecto artículos para 
la determinación de la responsabilidad internacional por las consecuencias perjudiciales 
de actos no prohibidos por el Derecho Internacional (responsabilidad internacional en 
caso de pérdida causada por un daño transfronterizo resultante de actividades peligrosas), 
elaborado en el seno de la Comisión de Derecho Internacional del año 2001. Sin embargo, 
antes y después de la aprobación del texto definitivo del referido Proyecto, los Estados, a 
nivel regional o global, han realizado esfuerzos de codificación para la definición, 
prevención y sanción de este tipo de daños. La presente investigación tiene como fin 
realizar un examen sistemático de dichos instrumentos internacionales que, desde 1963 
hasta el año 2018, han aportado sustancialmente al estudio de los daños ambientales y a 
la delimitación de las garantías formales y materiales establecidas en favor de los Estados 
con el fin, además, de llenar los vacíos que normativamente esta materia enfrenta. La 
actualidad del tema se evidencia más aun cuando desde nuestra región, Latinoamérica, se 
han desarrollado procesos ante la Corte Internacional de Justicia, sobre afectación al 
territorio y bienes por daños ambientales transfronterizos, v.gr. Argentina y Uruguay en 
el 2010; Ecuador y Colombia en el 2013; y el caso elevado en acumuluación procesal 
Costa Rica contra Nicaragua y Nicaragua contra Costa Rica en el 2015. No se puede 
soslayar que los Estados tienen la obligación de garantizar que las actividades que se 
realicen dentro de su jurisdicción o su control no causen daño al medio ambiente de otros 
Estados y agotar todos los medios para evitar o prevenir riegos. Con la presente 
investigación se busca determinar qué criterios normativos han alcanzado un estándar de 
aplicación general, y se pretende establecer las oportunidades de regulación aún 
pendientes para una mejor resolución de los procesos sometidos a competencia de 
jurisdicciones internacionales. 
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Prevention and transboundary environmental damage. Both categories are the basis of a 
long and unfinished international debate on the proposal of the Draft Articles for the 
Determination of International Responsibility for the Injurious Consequences of Acts Not 
Prohibited by International Law (international liability in case of loss caused by a 
transboundary harm resulting from hazardous activities), prepared in the International 
Law Commission in 2001. However, before and after the approval of the final text of the 
aforementioned project, States either regionally or globally have made efforts to coding 
for the definition, prevention and punishment of this type of damage. The present 
investigation has as purpose to carry out an examination of said international instruments 
that from 1963 to 2018 have contributed substantially to the study of this type of damages, 
and to the delimitation of the formal and material guarantees established in favor of the 
States; trying to crystallize also the gaps that normatively this matter faces. The actuality 
of the issue is even more evident when from our region, Latin America, processes have 
been developed before the International Court of Justice, on the affectation to the territory 
and goods for transboundary environmental damages, v. Gr.: Argentina v. Uruguay, 
(2010), Ecuador v. Colombia, (2013), and the high procedural accumulation case (Costa 
Rica v. Nicaragua and Nicaragua v. Costa Rica (2015).) It can not be ignored that States 
have the obligation to guarantee that the activities carried out within their jurisdiction or 
its control does not cause harm to the environment of other States and exhaust all means 
to avoid or prevent risks. The results to be obtained with the investigation are: determine 
what normative criteria have reached a standard of general application, and, establish the 
opportunities of regulations still pending for a better resolution of the processes submitted 
to competition from international jurisdictions. 
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I. Introducción  
  
El avance de nuevas tecnologías, el desarrollo del comercio a nivel transnacional, el flujo 
dinámico de la industria, entre otras actividades, han propiciado que se presenten 
especiales contextos en los que se verifica la existencia de daños originados en el territorio 
de un Estado y que provocan consecuencias perjudiciales en el territorio de otro Estado. 
Así, el estudio de la responsabilidad internacional ha generado un nuevo escenario de 
análisis a partir de algunos de los casos de daños más resaltantes para la comprensión de 
la responsabilidad internacional que pueda, en efecto, originarse por la producción de 
daños transfronterizos en derecho internacional. En el presente trabajo, analizaremos, en 
la primera Parte, los principales alcances del Proyecto artículos para la determinación de 
la responsabilidad internacional por las consecuencias perjudiciales de actos no 
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prohibidos por el Derecho Internacional (daños transfronterizos); y, en la segunda Parte, 
estableceremos qué criterios normativos han alcanzado un estándar de aplicación general 
a través del estudio de los principales instrumentos internacionales en la materia; de esta 
manera, podremos definir las oportunidades de regulación aún pendientes para una mejor 




II. El Proyecto artículos para la determinación de la responsabilidad 
internacional por las consecuencias perjudiciales de actos no prohibidos 
por el Derecho Internacional (responsabilidad internacional en caso de 
pérdida causada por un daño transfronterizo resultante de actividades 
peligrosas) 
El Proyecto artículos para la determinación de la  responsabilidad internacional por las 
consecuencias perjudiciales de actos no prohibidos por el Derecho Internacional (en 
adelante el Proyecto) elaborado por la Comisión de Derecho Internacional (CDI) de la 
Organización de Naciones Unidas, fue aprobado el 11 de mayo de 2001 y se ocupa de la 
prevención de los daños transfronterizos resultantes de actividades peligrosas, pero que 
no están prohibidas por el derecho internacional, es decir, se enmarcan en el contexto de 
actividades lícitas. 
Según el artículo 2º del referido Proyecto, el término "daño transfronterizo" hace 
referencia al daño causado en el territorio o en otros lugares bajo la jurisdicción o el 
control de un Estado distinto del Estado de origen, tengan o no los Estados interesados 
fronteras comunes”1. 
Si bien el Proyecto no agota un listado exhaustivo de actividades peligrosas que pudieran 
causar daños transfronterizos, se considera dentro de este contexto, el daño que podría 
ocasionarse en razón del transporte de desechos peligrosos de un Estado a otro, sea porque 
se comercialice (valorización de los desechos) o sea porque dos Estados pacten la 
importación para repositorio de dichos desechos o su eliminación, y, en el transcurso de 
la transferencia, un tercer Estado resulte perjudicado, tal vez, por el vertimiento de dichas 
sustancias dentro de sus fronteras (Convenio sobre el control de los movimientos 
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, Basilea, 22 de marzo de 
1989). En este mismo sentido, como señala Quentin B. (1983, p. 214), se puede considerar 
el aprovechamiento de la tierra en las zonas fronterizas; la propagación, a través de las 
fronteras nacionales, del fuego o cualquier fuerza explosiva o de enfermedades humanas, 
de animales o de plantas; las actividades que puedan ocasionar la contaminación 
transfronteriza del agua potable, de las aguas costeras o del espacio aéreo nacional; el 
funcionamiento de las instalaciones nucleares y de los buques nucleares, y el transporte 
de materiales nucleares; las actividades de modificación del clima y las actividades que 
                                                          
1 En el mismo sentido es pertinente señalar la definición propuesta por la profesora Xue Hanqin 
“transboundary damage can arise from wide range of activities which are carried out in one country but 
inflict adverse effects in the territory of another. Tradicionally, however, transboundary damage as a 
term of art normally refers to border-crossing damage via land, water, or air in dyadic State relations”. 
HANQIN, Xue. (2009) Transboundary Damage in International Law. Cambridge: Cambridge University 
Press, p. 3 
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afecten materialmente a zonas comunes o a recursos naturales en los que otros Estados 
tienen derechos o intereses. 
 
Conforme señala la CDI (A/CN.4/SER.A/2001/Add.1 Part. 1, p. 160), el alcance de esta 
propuesta normativa es el siguiente: 
“(…) separar la responsabilidad internacional por actividades no prohibidas del tema de la 
responsabilidad de los Estados por hechos internacionalmente ilícitos. La aplicación de este 
criterio tiene por objeto además permitir al Estado que pueda resultar afectado por una actividad 
que entrañe el riesgo de causar un daño transfronterizo sensible exigir al Estado de origen que 
cumpla las obligaciones de prevención, aunque la actividad en sí no esté prohibida”. 
No obstante, con esta premisa, no podemos afirmar que el régimen de responsabilidad 
internacional se divida por la comisión, según sea el caso, de actividades lícitas o ilícitas, 
ya que el escenario clásico para obtener una reparación por un daño causado, lo otorga la 
responsabilidad devenida de hechos ilícitos. Cierto es que este nuevo régimen no puede 
ni debe contender de ninguna forma con el régimen de la responsabilidad de los Estados 
por hechos ilícitos, ya que éste es el centro mismo del sistema del Derecho Internacional; 
por el contrario, el nuevo régimen podría cumplir una función subsidiaria en aquellas 
situaciones en que las reglas relativas a la ilicitud se encuentren en vías de formación o 
incorporen criterios tan complejos que su aplicación en casos litigiosos no resulta fácil de 
determinar (A/CN.4/346 y ADD. 1 y 2., p. 116). 
Vemos entonces que el principal punto de partida del referido Proyecto se basa en la 
determinación de la prevención como característica básica que evidencia el 
comportamiento de los Estados (Estado de origen) que se vean involucrados en casos en 
los que utiliza su territorio para desarrollar actividades que pueden generar perjuicios en 
el territorio de terceros Estados. 
Asimismo, la particularidad del establecimiento de ciertas disposiciones sobre prevención 
de daños ambientales transfronterizos recae en el carácter especialmente peligroso de 
ciertas actividades, lo que en la doctrina anglosajona se denomina ultra-hazardous o 
abnormally dangerous activities (KELSON, citado por JUSTE RUIZ, 1999, pág. 117.). 
Por ello, la figura de la prevención deviene en angular para lograr el fin que es proteger, 
de la forma más eficiente, a todos aquellos sujetos que pudieren llegar a ser víctimas de 
los peligros inmanentes de actividades riesgosas. 
Esta afirmación se asienta en el laudo arbitral relativo al Caso Trail Smelter (1941). 
Asimismo, tiene su fundamento en el principio de prevención del daño ambiental 
transfronterizo, del que se desprenden dos ideas: una referida a la prevención del daño en 
general y, otra, a la obligación misma de no causar daños transfronterizos. Dicho 
principio, que parte siempre del concepto de diligencia debida por parte de los Estados, 
ha sido recogido en diversos instrumentos internacionales, entre ellos, la Declaración de 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano (Estocolmo) de 1972, 
cuyo Principio 21 establece: “De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y con 
los principios del Derecho Internacional, los Estados tienen el derecho soberano de 
explotar sus propios recursos  en aplicación de su propia política ambiental y la obligación 
de asegurar que las actividades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su 
control no perjudiquen al medio de otros Estados o zonas situadas fuera de toda 
jurisdicción nacional”. 
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Si bien el documento antes referido es un Proyecto normativo y no un imperativo jurídico 
de Derecho Internacional, bien vale el esfuerzo rescatar las garantías mínimas que, a la 
luz de este articulado, los Estados en sus relaciones de coordinación podrían considerar 
establecer dentro de un escenario de posibles riesgos que puedan originarse por la 
realización de actividades peligrosas en el contexto transfronterizo. Estas garantías 
mínimas pueden ser la autorización previa de los Estados para la ejecución de dichas 
actividades, la necesidad de contar con estudios de impacto ambiental, la adopción de 
medidas de carácter legislativo y administrativo para prevenir o reducir al mínimo los 
riesgos y la operatividad de las consultas previas entre Estados sobre las medidas de 
prevención y cooperación. (Diez de Velasco, 2015 p. 888 y ss.). 
Siendo además que la temática de los daños ambientales transfronterizos se hace más 
actual e importante en la agenda mundial, más aun considerando que, de acuerdo a 
información de la CEPAL [En línea], alrededor de 60 ríos y lagos son compartidos por 
dos o más países en América Latina, región que posee el 30% del agua potable mundial, 
la cooperación transfronteriza se torna imprescindible. 
 
III. Tendencias en la normatividad internacional que han alcanzado un 
estándar de aplicación general o regional para la prevención de daños 
ambientales transfronterizos.  
Los esfuerzos de la comunidad internacional por establecer normas que vinculen a los 
Estados para proteger y prevenir a terceros Estados de la potencial comisión de este tipo 
de daños no han sido relievados con la aprobación del Proyecto de artículos antes descrito, 
existen instrumentos internacionales vinculantes de carácter general y regional que han 
sentado las bases en este contexto antes y después del referido Proyecto. 
Así, en este apartado nos centraremos en determinar qué criterios dentro del espectro de 
la dinámica de la prevención de daños ambientales transfronterizos tienen un estándar de 
aplicación general o regional; esto debido a su constante incorporación en diferentes 
instrumentos internacionales en atención a su razonabilidad y necesidad para la mejor 
conducción de las obligaciones de los Estados en el contexto de estudio. De esta manera, 
realizaremos una relación entre lo dispuesto en el Proyecto y en otros tratados 
internacionales sobre la materia. 
3.2 Aplicación de medidas legislativas o administrativas de Derecho interno para la 
prevención: 
El artículo 3 del Proyecto dispone que: “El Estado de origen adoptará todas las medidas apropiadas 
para prevenir un daño transfronterizo sensible o, en todo caso, minimizar el riesgo de causarlo”. 
A criterio de la propia Comisión, esta disposición se constituye en el fundamento 
principal del articulado propuesto en el Proyecto referido básicamente a la prevención. 
En este, se puede evidenciar dos momentos: uno, el deber de prevenir (prioritario) y dos, 
la obligación de minimizar la posibilidad de daños. Al respecto, conforme sostiene Zlata 
Drnas [En línea, 2002, p. 5], es un error de la CDI hacer hincapié “en la obligación de 
prevención, por oposición a la obligación de reparar, remediar o indemnizar” y señalar 
que “la política preferida debe ser la prevención”. Esto debe ser así, porque si bien el 
Estado puede asumir todas las medidas necesarias para evitar que el daño se produzca, 
ello “no garantiza que el daño no vaya a producirse. Es decir, a pesar de haber cumplido 
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un Estado con la obligación de prevención, producido un daño transfronterizo surgirá la 
obligación del responsable de la actividad de reparar los efectos perjudiciales producidos 
(responsabilidad por actividades lícitas riesgosas o no). Además, de no haber cumplido el 
Estado con las obligaciones de prevención deberá responder por ilícito internacional.” 
Si bien esta afirmación es correcta, consideramos que lo propuesto en el Proyecto obedece 
a la naturaleza misma de este tipo de daños, es decir, aquellos que se originan en un 
escenario de probable riesgo y de actividades lícitas, lo que acarrea que el Estado de 
origen tiene la obligación de asumir y establecer todas las medidas sobre todo dentro de 
su legislación interna para predeterminar si estas, en efecto, son adecuadas, incluyendo a 
aquellas que pueden generar riesgos y cuyo desarrollo se produce en forma constante.  
Conforme con lo dispuesto en este Proyecto y otros tratados que gozan de 
vinculatoriedad, veremos que la exigencia de la prevención es un criterio permanente en 
los instrumentos relativos a la protección de bienes, zonas y personas que pueden ser 
afectados por la vulneración de obligaciones contempladas materialmente relativas al 
medio ambiente. A consideración, los siguientes: 
a) Convenio sobre la evaluación del impacto ambiental en un contexto transfronterizo (1991) 
Artículo 2. Las Partes, individual o colectivamente, adoptarán todas las medidas que sean 
apropiadas y efectivas para prevenir, reducir y controlar el impacto medioambiental 
transfronterizo de carácter perjudicial y magnitud apreciable que resulte de actividades 
previstas 
b)  Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono (1985) artículo 2: (…) las Partes 
(…) “Adoptarán las medidas legislativas o administrativas adecuadas y cooperarán en la 
coordinación de las políticas apropiadas para controlar, limitar, reducir o prevenir las 
actividades humanas bajo su jurisdicción o control en el caso de que se compruebe que estas 
actividades tienen o pueden tener efectos adversos como resultado de la modificación o 
probable modificación de la capa de ozono” 
c) Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos 
peligrosos y su eliminación (1989). Artículo 4. Toda Parte adoptará las medidas jurídicas, 
administrativas y de otra índole que sean necesarias para aplicar y hacer cumplir las 
disposiciones del presente Convenio, incluyendo medidas para prevenir y reprimir los actos 
que contravengan el presente Convenio. 
d) Convenio sobre la protección y utilización de los cursos de agua transfronterizos y de los lagos 
internacionales (1992) Artículo 2. Disposiciones Generales. 1. Las Partes adoptarán todas las 
medidas apropiadas para prevenir, controlar y reducir todo impacto transfronterizo. 
e) Convención marco de las Naciones Unidas sobre el cambio climático (1992). Artículo 3. 
Principios. Las Partes deberán tomar medidas de precaución para prever, prevenir o reducir al 
mínimo las causas del cambio climático y mitigar sus efectos adversos. 
f) Convenio sobre la diversidad biológica (1992). Artículo 6. Medidas generales a los efectos de 
la conservación y la utilización sostenible. Cada Parte contratante, con arreglo a sus 
condiciones y capacidades particulares: a) Elaborará estrategias, planes o programas 
nacionales para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica o 
adaptará para ese fin las estrategias, planes o programas existentes, que habrán de reflejar, 
entre otras cosas, las medidas establecidas en el presente Convenio que sean pertinentes para 
la Parte contratante interesada (…) 
g) Convención sobre el derecho de los usos de los cursos de agua internacionales para fines 
distintos de la navegación (1997) Artículo 7. Obligación de no causar daños sensibles. 1. Los 
Estados del curso de agua, al utilizar un curso de agua internacional en sus territorios, 
adoptarán todas las medidas apropiadas para impedir que se causen daños sensibles a otros 
Estados del curso de agua. 2. Cuando a pesar de ello se causen daños sensibles a otro Estado 
del curso de agua, el Estado cuyo uso los cause deberá (…) adoptar todas las medidas 
apropiadas (…) para eliminar o mitigar esos daños y, cuando proceda, examinar la cuestión 
de la indemnización. 
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h) Anexo VI al Protocolo al tratado antártico sobre protección del medio ambiente. (2005). 
Artículo 3. Cada Parte requerirá que sus operadores adopten medidas preventivas razonables 
concebidas para reducir el riesgo de emergencias ambientales y el impacto adverso que 
puedan tener. 
Mención aparte merece el Protocolo de Basilea sobre responsabilidad e indemnización 
por daños resultantes de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su 
eliminación (1999), que, en su artículo 6, señala: “Con sujeción a cualquier disposición de 
legislación nacional toda persona que tenga control operacional de desechos peligrosos y otros desechos en 
el momento de un incidente tomará todas las medidas razonables para mitigar los daños derivados de ese 
incidente.” En este caso, se amplía el espectro de debida diligencia no solo al Estado sino 
también a los particulares. 
Como vemos, la prevención es, antes y después de la aprobación del Proyecto, la base 
para el aseguramiento de las garantías mínimas que debe proveer un Estados a otros antes 
de iniciar cualquier actividad que implique riesgos; sin embargo, podemos observar 
también que otro de los criterios establecidos en este abanico de instrumentos 
internacionales es el de “reducir”2, que a diferencia de lo propuesto en el Proyecto 
“minimizar”3 tiene una connotación de menor alcance para evitar e inclusive reparar los 
daños que se pudieran generar por el incumplimiento de estos dispositivos. El término 
“minimizar” denota más bien un concepto que incluye propiamente la prevención, así 
como la reducción del riesgo y de las actividades peligrosas que se generan o se puedan 
generar en el Estado de origen, por lo que el Proyecto encamina una exigencia, de alguna 
manera, mayor a lo que se dispone en la mayor parte de instrumentos sobre la materia. 
3.3 Evaluación del riesgo 
Otro de los criterios es el de evaluación de riesgos, categoría que incluye, además, la 
obligación de efectuar estudios de impacto ambiental. El artículo 7 del Proyecto dispone 
que “[c]ualquier decisión con respecto a la autorización de una actividad comprendida en el ámbito de 
aplicación de los presentes artículos deberá basarse, en particular, en una evaluación del daño 
transfronterizo que pueda causar esa actividad, incluida la evaluación del impacto ambiental”. 
Este artículo quiere decir que los Estados de origen tienen la oportunidad de reforzar y 
cumplir con sus obligaciones devenidas del criterio anterior sobre prevención, antes de 
autorizar actividades peligrosas que puedan constituirse en un riesgo para el propio 
Estado y terceros. Ahora, ¿cómo desarrollar la evaluación?, ¿qué reglas considerar para 
medir los niveles de riesgo?, ¿qué tipo de actividades peligrosas serían materia de 
evaluación de impacto ambiental? Son cuestiones no definidas en el texto del Proyecto y 
más bien caben ser consideradas, entre otras, como oportunidades de regulación. No 
obstante, para el caso europeo, estas interrogantes podrían ser bien definidas, desde un 
análisis sistemático de los Estados que son Parte del Convenio sobre la evaluación del 
impacto ambiental en un contexto transfronterizo (Espoo, 1991) que en sus artículos y 
anexos desarrollan estas y otras cuestiones en detalle. En el caso latinoamericano, los 
estudios de impacto ambiental sientan sus alcances en el derecho doméstico, 
principalmente, pero como mencionamos ut supra  el hecho de gozar, como región, de un 
                                                          
2 1. tr. Volver algo al lugar donde antes estaba o al estado que tenía. 2. tr. Disminuir o aminorar             
(significado extraído del diccionario de la Real Academia Española [En línea]   
http://dle.rae.es/srv/search?m=30&w=minimizar, consultado el 20 de setiembre de 2018 
3 tr. Reducir lo más posible el tamaño de algo o quitarle importancia (significado extraído del diccionario 
de la Real Academia Española [En línea] http://dle.rae.es/srv/search?m=30&w=minimizar, consultado 
el 20 de setiembre de 2018 
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número considerable de recursos hídricos compartidos hace imperiosa la necesidad de 
evaluar la creación desde el plano internacional-regional un acuerdo que cristalice las 
particularidades de los estudios de impacto ambiental en nuestro contexto. 
Así las cosas, la exigencia que tienen los Estados de formular mecanismos más idóneos 
para prevenir daños de naturaleza transfronteriza se refuerza, también, con la obligación 
de realizar evaluaciones de riesgos por medio de estudios de impacto ambiental. Entre los 
instrumentos que integran este deber, tenemos los siguientes: 
a) Convenio sobre la Evaluación del Impacto Ambiental en un contexto transfronterizo (1991) 
Artículo 2. 7. Como mínimo, las evaluaciones del impacto medioambiental conforme al presente 
Convenio se llevarán a cabo en la etapa de proyecto de la actividad propuesta.  En la medida en 
que proceda las Partes tratarán de aplicar los principios de la evaluación del impacto 
medioambiental a sus políticas, planes y programas. 
b) Convención marco de las Naciones Unidas sobre el cambio climático (1992). Artículo 14. 
Evaluación del impacto y reducción al mínimo del impacto adverso.1. Cada Parte Contratante, en 
la medida de lo posible y según proceda: a) Establecerá procedimientos apropiados por los que se 
exija la evaluación del impacto ambiental de sus proyectos propuestos que puedan tener efectos 
adversos importantes para la diversidad biológica con miras a evitar o reducir al mínimo esos 
efectos y, cuando proceda, permitirá la participación del público en esos procedimientos. 
c) Protocolo sobre responsabilidad e indemnización por daños derivados de los efectos 
transfronterizos de los accidentes en aguas transfronterizas, complementario del Convenio sobre 
la protección y utilización de cursos de agua transfronterizos y lagos internacionales, de 1992, y 
de la Convención sobre los efectos transfronterizos de los accidentes industriales, de 1992 (Kiev, 
21 de mayo de 2003). Artículo 4. Cada Parte garantizará que se realice una evaluación ambiental 
estratégica ejecutada para los planes y programas mencionados en los apartados 2, 3 y 4. que 
probablemente tenga efectos ambientales significativos, incluida la salud. 
Sobre este punto, es menester señalar lo dispuesto por la Corte Internacional de Justicia  
(CIJ) en el asunto elevado en acumulación procesal ante la Corte Internacional de Justicia: 
Ciertas actividades llevadas a cabo por Nicaragua en la zona fronteriza (Costa rica c. 
Nicaragua) y construcción de una carretera en Costa Rica a lo largo del río San Juan 
(Nicaragua c. Costa Rica) (C.I.J. Recueil 2015, p. 720): 
“La Corte precisa que la obligación del Estado de ejercer la debida diligencia en la prevención del 
daño transfronterizo significativo requiere que el Estado examine si existe un riesgo de daño 
transfronterizo significativo antes de llevar a cabo una actividad que tenga el potencial de afectar 
adversamente el medio ambiente de otro Estado. Si ese es el caso, el Estado concernido debe 
efectuar un estudio de impacto ambiental. La obligación en cuestión le corresponde al Estado que 
realiza la actividad. En concordancia, en el presente caso, le correspondía a Costa Rica, no a 
Nicaragua, evaluar la existencia de un riesgo de daño transfronterizo significativo antes de la 
construcción de la carretera, sobre la base de una evaluación objetiva de todas las circunstancias 
relevantes”. 
En este caso, la CIJ reafirma la obligación del Estado de origen de conducirse bajo las 
reglas de la debida diligencia para el aseguramiento de la prevención de daños teniendo 
en cuenta todas las circunstancias que cada caso requiera; así, la evaluación de riesgos 
debe incluir los efectos que puede causar la actividad peligrosa sobre personas, bienes y 
medio ambiente de terceros Estados. 
Como señala el profesor Remiro Brotons (1997, p. 1131) “afirmado el principio [de evaluación 
de impacto ambiental], cuyo carácter normativo es hoy unánimemente admitido, es menester concretar su 
contenido para así evitar las apreciaciones subjetivas (discrecionales), facilitar su exigencia y determinar 
su violación de manera que, en su caso, pueda exigirse eficazmente la responsabilidad internacional del 
infractor por los daños causados a otros Estados”. 
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Concluimos esta parte relievando el alcance general de la evaluación de riesgos como 
medida para prevenir daños transfronterizos, la necesidad de contar con instrumentos 
regionales vinculantes que pormenoricen su aplicación y reforzando la premisa de que su 
incumplimiento tiene como efecto la determinación de responsabilidad internacional para 
el Estado infractor. 
3.4 Notificación e información 
Respecto de la obligación de notificación para prevenir daños transfronterizos, los 
Estados de origen deben, por una regla básica de cooperación, dar a conocer la 
información técnica y necesaria a todos los Estados que pudieran verse afectados por el 
desarrollo de actividades peligrosas. En ese sentido el Proyecto señala: “1. Si la evaluación 
a que se refiere el artículo 7 muestra que existe un riesgo de causar daño transfronterizo sensible, el Estado 
de origen deberá hacer la oportuna notificación del riesgo y de la evaluación al Estado que pueda resultar 
afectado y le transmitirá la información técnica disponible y toda otra información pertinente en que se base 
la evaluación. 2. El Estado de origen no tomará decisión alguna con respecto a la autorización de la actividad 
antes de que reciba, dentro de un plazo que no exceda de seis meses, la respuesta del Estado que pueda 
resultar afectado”. 
Esta propuesta normativa fue declarada por la CIJ en el caso Plantas de celulosa sobre 
Río Uruguay (Argentina v. Uruguay), (I.C.J. Reports 2006, p. 113) cuando señaló que 
Uruguay debió cumplir con informar a la CARU (Comisión Administradora del Río 
Uruguay), antes de autorizar en forma unilateral el proyecto de funcionamiento de las 
plantas de celulosa, las mismas que por su actividad pudieran afectar al río o a la 
población residente en la zona. Asimismo, estableció que el Estado que planea realizar 
proyectos en las zonas de impacto binacional tiene la obligación de informar a la CARU 
cuando dicho plan se encuentra justamente preparado para establecer si su ejecución 
podría generar algún tipo de daño al otro Estado. 
Dentro de los instrumentos internacionales que sobre la materia se han pronunciado, 
tenemos los siguientes: 
a) Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos 
peligrosos y su eliminación (1989). Artículo 13. 4 Las Partes, de conformidad con las leyes y los 
reglamentos nacionales, velarán por que se envíen a la Secretaría copias de cada notificación 
relativa a cualquier movimiento transfronterizo determinado de desechos peligrosos o de otros 
desechos, y de la respuesta a esa notificación, cuando una Parte que considere que ese movimiento 
transfronterizo puede afectar a su medio ambiente haya solicitado que así se haga. 
b) Convenio sobre la evaluación del impacto ambiental en un contexto transfronterizo (1991) 
Artículo 3 Notificación 1. Siempre que exista la probabilidad de que una actividad propuesta de 
las que se enumeran en el apéndice I cause un impacto transfronterizo de carácter perjudicial y de 
magnitud apreciable, la Parte de origen, a fin de que se celebren consultas apropiadas y efectivas 
conforme al artículo 5, cursará una notificación a toda Parte que considere pueda ser Parte afectada 
lo antes posible y a más tardar cuando haya informado a su propio público acerca de dicha 
actividad propuesta. 
c) Convención marco de las Naciones Unidas sobre el cambio climático (1992). Artículo 14. c) 
Promoverá, con carácter recíproco, la notificación, el intercambio de información y las consultas 
acerca de las actividades bajo su jurisdicción o control que previsiblemente tendrían efectos 
adversos importantes para la diversidad biológica de otros Estados o de zonas no sujetas a 
jurisdicción nacional, alentando la concertación de acuerdos bilaterales, regionales o 
multilaterales, según proceda. 
d) Convención sobre el derecho de los usos de los cursos de agua internacionales para fines distintos 
de la navegación (1997). Artículo 12. Notificación de las medidas proyectadas que puedan causar 
un efecto perjudicial: El Estado del curso de agua, antes de ejecutar o permitir la ejecución de las 
medidas proyectadas que puedan causar un efecto perjudicial sensible a otros Estados del curso de 
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agua, lo notificará oportunamente a esos Estados. Esa notificación irá acompañada de los datos 
técnicos y la información disponibles, incluidos los resultados de una evaluación de los efectos 
ambientales, para que los Estados a los que se haga la notificación puedan evaluar los posibles 
efectos de las medidas proyectadas. 
Como se observa, los criterios de notificación y consulta son condiciones para que un Estado  
tenga la iniciativa de promover actividades industriales, comerciales, tecnológicas, etc. que 
fomenten su desarrollo económico interno, pero que entrañen riesgos y posibles daños a terceros 
Estados. Este Estado debe comunicar toda información relevante para que, a través de los 
mecanismos de cooperación tanto el Estado de origen como el Estado que pueda resultar afectado 
o los demás Estados interesados, lleguen a acuerdos que permitan la satisfacción de los intereses 
de todas las Partes involucradas, teniendo claramente definido todo tipo de lineamientos antes de 
la ejecución de la actividad. 
Sobre este punto, López Bassols (2008, p.414) señala que “lo que se busca es que [los Estados] 
lleguen a una solución, en donde, si no se evitan las consecuencias de la actividad, por lo menos 
sí se minimicen sus efectos. También pueden llegar a un acuerdo para repartirse los beneficios de 
manera que se compense el daño causado”. Por ello, el principio de cooperación que ha sido 
consagrado en la Declaración de Río de 1992 e inclusive por la Corte Internacional de 
Justicia en su sentencia del 25 de setiembre de 1997 en el caso Gabcíkovo-Nagymaros, 
cuando señala que: “Este principio establece la obligación de los Estados, para que antes 
de realizar cualquier acto que pueda perjudicar el ambiente de otro Estado o un área  
internacional cooperen con los probables afectados”, resulta determinante para establecer la 
viabilidad de las actividades que entrañen riesgos, no obstante exista el interés de las Partes en su 
consecución. 
3.5 Información al público 
Otro de los criterios que ha alcanzado cada vez mayor importancia para la determinación 
de los mecanismos de prevención es la obligación de los Estados de comunicar, por los 
medios más idóneos, información a las personas que pudieran verse afectadas con la 
ejecución de actividades que extrañen riesgo a fin de que, por un lado, estén informadas 
y, por otro lado, puedan emitir opinión sobre todo lo relativo a dichas actividades. Esta 
obligación impacta tanto en los nacionales del Estado de origen como en los terceros 
Estados que pudieran ser afectados (incluye individuos, organizaciones no 
gubernamentales, colectivos, grupos de interés, etc.), para que, a su vez, estos realicen el 
mismo proceso de información con sus ciudadanos. En ese sentido, el Proyecto propone 
en su artículo 13 lo siguiente: “Los Estados interesados deberán proporcionar, por los medios 
apropiados, al público que pueda resultar afectado por una actividad comprendida en el ámbito de 
aplicación de los presentes artículos, la información pertinente relativa a esa actividad, el riesgo que entraña 
y el daño que pueda resultar, y consultarán su opinión”. 
La información que el Estado de origen canalice debe contener explicaciones sobre la 
actividad propiamente, las características esenciales de la misma, sus fines y alcances 
respecto de los riesgos que pueda originar. 
Entre los instrumentos que incluyen este tipo de obligación antes y después de la 
aprobación del Proyecto, tenemos los siguientes: 
a) Convenio sobre la evaluación del impacto ambiental en un contexto transfronterizo (1991) 
Artículo 3. 8 8. Las Partes interesadas velarán porque el público de la Parte afectada en las 
zonas que podrían verse afectadas reciba información sobre la actividad propuesta y tenga 
oportunidad de formular observaciones o plantear objeciones con respecto a la actividad 
propuesta y de transmitir estas observaciones y objeciones a la autoridad competente de la 
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Parte de origen, bien sea directamente a la propia autoridad o, cuando proceda, por intermedio 
de la Parte de origen. 
b) Convenio sobre la protección y utilización de los cursos de agua transfronterizos y de los 
lagos internacionales (1992). Artículo 16. Información Pública 1. Las Partes ribereñas velarán 
porque el público pueda consultar la información sobre el estado de las aguas transfronterizas, 
las medidas adoptadas o previstas para prevenir, controlar y reducir el impacto transfronterizo 
y la eficacia de esas medidas. A tal efecto, las Partes ribereñas velarán porque se haga pública 
la siguiente información:  a) Los objetivos de calidad del agua; b) Las autorizaciones 
concedidas y los requisitos exigidos para su concesión; c) Los resultados de los muestreos de 
las aguas y los efluentes realizados con fines de vigilancia y evaluación (…) 2. Las Partes 
ribereñas velarán porque el público pueda consultar dicha información en todo momento 
oportuno y de manera gratuita (…). 
c) Convención sobre la diversidad biológica (1992). Artículo 13. Educación y conciencia 
pública. Las Partes contratantes: b) Cooperarán, según proceda, con otros Estados y 
organizaciones internacionales en la elaboración de programas de educación y sensibilización 
del público en lo que respecta a la conservación y la utilización sostenible de la diversidad 
biológica. 
d) Protocolo sobre responsabilidad e indemnización por daños derivados de los efectos 
transfronterizos de los accidentes en aguas transfronterizas, complementario del Convenio 
sobre la protección y utilización de cursos de agua transfronterizos y lagos internacionales, de 
1992, y de la Convención sobre los efectos transfronterizos de los accidentes industriales, de 
1992 (Kiev, 21 de mayo de 2003). Artículo 11. Cada Parte garantizará que, cuando se adopte 
un plan o programa, el público, las autoridades mencionadas en el párrafo 1 del artículo 9 y 
las Partes consultados de acuerdo con el artículo 10 estén informados, y que el plan o 
programa se pone a su disposición junto con una declaración que resume cómo las 
consideraciones ambientales, incluida la salud, se han integrado en ella. 
e) El acuerdo regional sobre el acceso a la información, la participación pública y el acceso a la 
justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe (2018). Artículo 6: […] Cada 
Parte alentará la realización de evaluaciones independientes de desempeño ambiental que 
tengan en cuenta criterios y guías acordados nacional o internacionalmente, e indicadores 
comunes, con miras a evaluar la eficacia, la efectividad y el progreso de sus políticas 
nacionales ambientales en el cumplimiento de sus compromisos nacionales e internacionales. 
Las evaluaciones deberán contemplar la participación de los distintos actores. 
 Las participación ciudadana para la toma de decisiones respecto de la autorización y de 
actividades que entrañen riesgos al medio ambiente e inclusive luego su ejecución es un 
derecho que se fundamenta en “el reconocimiento y reflexión sobre la pluralidad de 
actores que conviven en las sociedades actuales y particularmente las latinoamericanas y, 
por otra parte, la creciente inclinación a reconocer una relación estrecha entre sistema 
político basado en derechos y las condiciones de vida o calidad de vida de los ciudadanos 
y ciudadanas” (Ricardo Sol Arriaza, 2012, p. 18). 
Cabe señalar que la participación ciudadana no solo debe verificarse antes sino después 
de la autorización y ejecución de las actividades, más aún cuando se producen ciertos 
daños más allá de las fronteras del Estado de origen. Un ejemplo de ello es el acuerdo 
realizado entre Ecuador y Colombia en el caso relativo a las Fumigaciones con herbicidas 
(2013). Un elemento que podríamos considerar de especial relevancia es que, en el marco 
del referido acuerdo, Colombia dispone facilitar a los nacionales de Ecuador un 
procedimiento de quejas.  
Esto resulta importante porque cuando se presentan posibles riesgos o daños concretos al 
medio ambiente, no solo pueden resultar vulnerados el derecho a la salud, al agua, a la 
alimentación, etc., sino también los derechos procesales de acudir a instancia 
administrativa o judicial, más cuando se trata de daños ocurridos en zonas de frontera 
donde la presencia jurisdiccional del Estado es muy complicada y, a veces, inexistente. 
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3.6 Prohibición de reservas 
Las reservas como acto unilateral de los Estados es definido por Diez de Velasco (2015, 
p.168) como “declaración de voluntad de un Estado que va a ser Parte de un Tratado, 
formulada en el momento de su firma, de su ratificación o de su adhesión […] con el 
propósito de no aceptar íntegramente el régimen general del Tratado […] y que, una vez 
aceptada expresa o tácitamente por todos los demás contratantes o algunos de ellos, forma 
Parte integrante del Tratado mismo”.  
Si bien el Proyecto no hace referencia a la aceptación o no de reservas, la Convención de 
Viena sobre el derecho de los tratados (1969) determina, en su artículo 19, que los Estados 
podrán formularlas “a menos que la reserva esté prohibida por el tratado”; y en esta línea 
podemos afirmar que es un criterio general en los tratados sobre protección al medio 
ambiente, la prohibición de presentar reservas, sobre ello podemos mencionar el 
Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono (1985), el Protocolo de 
Montreal relativo a las sustancias agotadoras de la capa de ozono (1987), la Convención 
marco de las Naciones Unidas sobre el cambio climático (1992), la Convención sobre la 
diversidad biológica (1992), el Protocolo de Basilea sobre responsabilidad e 
indemnización por daños resultantes de los movimientos transfronterizos de desechos 
peligrosos y su eliminación (1999), el Convenio internacional sobre responsabilidad e 
indemnización de daños en relación con el transporte marítimo de sustancias nocivas y 
potencialmente peligrosas (2010). 
Más recientemente, el Acuerdo de París (2015) y el Acuerdo regional sobre el acceso a la 
información, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales en 
América Latina y el Caribe (2018), se pronuncian en ese mismo sentido. 
La razón por la que se puede afirmar que la prohibición de reservas es necesaria en este 
tipo de tratados, tal como lo señala Kiss y Shelton (citados por Vera, 2011, p.73), es que 
“los tratados del Derecho Internacional del medio ambiente son en su mayor parte treaty-
laws en contraposición a los treaty-contracts “debido a que han sido concluidos en interés 
general de la sociedad y no se basan, como aquellos (los treaty-contacts), en el principio 
de la reciprocidad”. Es decir, en los tratados de protección al medio ambiente lo que se 
busca es definir obligaciones en procura de intereses colectivos, romper el típico carácter 
sinalagmático de los tratados en general y constituirse en obligaciones erga omnes. 
IV. Oportunidades de regulación internacional 
4.1 Regulación de actividades peligrosas que se generan en un contexto puntual (Estado 
de origen), pero produccen contaminación en forma difusa y tienen efectos perjudiciales 
en terceros Estados 
 
Siendo que hemos sostenido, a lo largo del presente trabajo, que la regulación que ofrece 
la normativa internacional en el tema, estrictamente, de daños ambientales 
transfronterizos exige a los Estados conductas que guarden la debida diligencia y que 
propicie que refuercen el rol de sus órganos (legislativo, ejecutivo y judicial) para tomar 
todas las medidas necesarias para prevenir este tipo de daños, reafirmamos que, y como 
señala el pofesor Dupuy (1976, p. 224), nos encontramos frente a obligaciones de 
comportamiento. Es decir, la infracción de una norma internacional se verifica no solo 
por el daño sufrido por un Estado, sino que se exige probar que el Estado de origen no 
agotó los mecanismos necesarios que sean proporcionales al riesgo para prevenirlo, y 
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evidentemente las condiciones de infracción de una obligación internacional dependerá 
de si se exige al Estado una actividad específica para prevenir el daño o dejar que el 
Estado elija los medios adecuados para la obtención de determinado resultado.  
 
En ese sentido, es importante que desde la normativa internacional y, en particular, en los 
tratados relativos a la prevención del daño ambiental transfronterizo, se prioricen también 
escenarios de regulación respecto de las actividades que por su ejecución permanente tal 
vez no evidencien daños significativos a corto plazo ni en territorios de frontera sino 
también aquellos daños que tienen un impacto de mayor alcance, como los producidos en 
afectación al aire o a la biodiversidad, como menciona Guzman (2012, p. 29) “a pesar de 
cualquier invención conceptual que logremos desarrollar, la totalidad de países del mundo 
comparten algunos recursos intrínsicamente no fraccionables, como la atmósfera y los 
fenómenos que en ella se desarrollan”, y en ese sentido, como es de conocimiento de 
todos, no solo se pone en juego la responsabilidad internacional de los Estados sino, y lo 
que es más trascendente aún, la posibilidad de seguir pensando en la existencia misma 
del Estado. 
 
4.2 Determinación del Estado que debe cumplir con la obligación de realizar estudios de 
impacto ambiental 
 
En el artículo 7 del Proyecto, se establece, como lo mencionamos antes, que 
independientemente de la decisión que los Estados involucrados tomen respecto de la 
actividad a realizar, esta debe basarse en una evaluación del daño transfronterizo que 
pudiera originarse incluyendo la evaluación del impacto ambiental; sin embargo, en el 
texto del referido Proyecto no se menciona qué Estado debe realizar dicha tarea o si la 
actividad redunda en beneficio de dos o más Estados, sean todos ellos quienes proceden 
con tal evaluación. 
 
La Corte Internacional de Justicia, en su fallo sobre el asunto de las Plantas de celulosa 
en el río Uruguay (Argentina c. Uruguay) concluyó que 
“podría considerarse hoy un requisito bajo el Derecho Internacional general llevar a cabo un 
estudio de impacto ambiental cuando existe un riesgo de que la actividad industrial propuesta 
pueda tener un impacto adverso significativo en un contexto extraterritorial, en particular, en un 
recurso compartido” — ICJ Reports 2010, (I), p. 83, para. 204b [además] “Le corresponde a cada 
Estado determinar, en su legislación doméstica o en el proceso de autorización del proyecto, el 
contenido específico del estudio de impacto ambiental requerido en cada caso, teniendo en 
consideración la naturaleza y magnitud del proyecto propuesto y su potencial impacto adverso en 
el medio ambiente, así como sobre la necesidad de ejercer la debida diligencia en la realización de 
ese estudio” —ICJ Reports 2010, (I), p. 83, para. 205—  
 
Más específicamente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Opinión 
Consultiva OC-23/17 (15.11.17) determina: 
(…) que el estudio de impacto ambiental lo debe realizar una entidad independiente y técnicamente 
capaz, bajo la supervisión del Estado. En este sentido, los estudios de impacto ambiental pueden 
ser realizados por el propio Estado o por una entidad privada. Sin embargo, en ambos casos es el 
Estado quien, en el marco de su deber de supervisión y fiscalización, debe asegurarse que el estudio 
se realizó correctamente. En caso que los estudios sean realizados por entidades privadas, los 
Estados deben tomar medidas para asegurar la independencia de las mismas. 
 
Entonces, podemos afirmar que, si como resultado de la aplicación del estudio de impacto 
ambiental se evidencia un riesgo de daño transfronterizo significativo, el Estado de origen en 
cumplimiento de su obligación de debida diligencia es quien debe proceder con dicha tarea y, en 
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consecuencia, luego notificar y consultar con base en el principio de buena fe a los Estados que 
pudieran verse impactados con el fin de adoptar las medidas que eviten o minimicen los riesgos. 
 
V. Conclusiones  
 
1. La prevención, en materia ambiental, se constituye hoy en día como una regla del 
Derecho Internacional general cuyo fundamento se basa en la debida diligencia 
que debe procurar todo Estado que autorice actividades que entrañen riesgo al 
medio ambiente y se generen en su territorio; de este modo, está obligado a utilizar 
todos los mecanismos que tenga a su disposición para evitar que actividades que 
tienen lugar en zonas bajo su jurisdicción o control causen un daño significativo 
a las personas, bienes y medio ambiente de un tercer Estado. 
2. Dentro de las tendencias que a nivel normativo internacional se van desarrollando, 
destacamos la exigencia de la evaluación de riesgos que incluye estudios de 
impacto ambiental, evaluación que debe realizarse a la luz de las circunstancias 
específicas en cada caso (como antecedente) y la información al público (como 
consecuente); ambos criterios significan pasos importantes dentro de la dinámica 
del Derecho Internacional ambiental que van tomando cada vez más presencia en 
diversos instrumentos internacionales. La participación ciudadana en el contexto 
de actividades que impliquen la evaluación de riesgos por posibles daños 
transfronterizos permite al Estado realizar un examen más global del impacto y 
contar con las opiniones y comentarios sobre el proyecto que los ciudadanos 
puedan aportar antes de su aprobación, durante y después de su ejecución. 
3. Es necesario crear un espacio de debate en los foros internacionales pertinentes 
para definir los mecanismos de regulación respecto de las actividades que por su 
naturaleza o ejecución  puedan producir daños significativos cuyo impacto 
trasciende las fronteras binacionales y son de mayor alcance, como los producidos 
en afectación al aire o a la biodiversidad; y la determinación del Estado que debe 
cumplir con la obligación de realizar estudios de impacto ambiental, más aún 
cuando las actividades a realizar repercuta en más de dos Estados, siendo 
importante remarcar que siempre el Estado a origen es el que debe proceder con 
la notificación a las partes interesadas y consultar con base en el principio de 
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